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RESUMEN

El artículo analiza las modificaciones introducidas en el Real Decreto Ley 6/2023 para agilizar
y economizar trámites procesales, en el orden social en materia de procedimiento testigo, acu-
mulación y procedimiento monitorio. 

ABSTRACT

The article analyzes the modifications introduced in Royal Decree Law 6/2023 to streamline
and economize procedural procedures, in the social order in matters of witness procedure, ac-
cumulation and monitoring procedure.
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1. INTRODUCCIÓN

Las modificaciones operadas por el Real Decreto Ley 6/2023, de 19 de diciembre, entraron
en vigor el 20 de marzo de 2024, lo que permite analizar los cambios operados tras seis meses
de aplicación. En el tratamiento de la reforma ha habido una summa divisio de cambios enca-
minados a la digitalización y temas relacionados con la agilización de procedimientos. La pre-
senta ponencia se ocupará de estos últimos. 

La estructura de la exposición va a ser selectiva. En la reforma de la LRJS operada por el
antedicho Real Decreto Ley se han tocado numerosos preceptos. Sin embargo, no se pretende
abordarlos todos, ni siquiera los que inciden en la agilización del proceso social. La razón obvia
es que se dará preferencia a los cambios más importantes. Muchas de las reformas han sido
más de retoque que de cambios profundos1. Es decir, no estamos ante un giro copernicano, ni
una reforma «revolucionaria», en palabras de Tascón» (Tascón, 2023:138), sino ante ajustes y
la incorporación de alguna institución para lograr luchar contra el gran caballo de batalla, el
acortamiento de los plazos de resolución de litigios. De hecho, en el preámbulo de la norma de
urgencia que reformó la ley las únicas modificaciones del proceso social que fueron referidas
fueron las relativas al «procedimiento testigo» y «a la extensión de efectos» (Salinas, 2024:17).

Empezaré de lo más novedoso y destacado por la propia reforma, a saber, el procedimiento
testigo y la extensión de efectos. Luego iré a un tema conexo, las modificaciones en materia de
acumulación y, en tercer lugar, de modo telegráfico, me referirá a otras modificaciones, como
las que han afectado al procedimiento monitorio.

2. PROCEDIMIENTO TESTIGO

2.1. La razón de ser de su introducción en el orden social y su origen próximo y re-
moto

El proceso testigo se ha calificado como una de las modificaciones más significativa, sino la
que más, incorporadas en el orden social (Vila, 2024:23). Varias razones justifican esta rele-
vancia. En primer lugar, porque a priori puede tener una potencialidad amplia en el funciona-
miento de los órganos judiciales. En segundo lugar, puede contribuir a desatascar asuntos, en
particular, en los órganos más sobrecargados (los de instancia). Y, en tercer lugar, y en directa
relación con lo anterior, ello es relevante en un momento especialmente crítico para el funcio-
namiento de la jurisdicción social. Con una suerte de muerte por éxito, la jurisdicción social está
desbordada. Los tiempos de resolución de algunos asuntos evidencian una justicia tardía, equi-
valente, por consiguiente, a falta de tutela. Los tiempos de resolución de asuntos han convertido
el tradicional principio de celeridad (art. 74 LRJS) en un desiderátum, un principio formal, y no
real. Si en los tiempos fundacionales de la disciplina, se argumentaba que el proceso social se
independizó del civil por tener este último, tiempos de solución incompatibles con la justicia
efectiva, ahora las últimas estadísticas disponibles muestran que los juicios verbales civiles dis-
ponen de tasas de pendencia muy inferiores a los juicios laborales2.
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1 Los preceptos de la LRJS modificados por el RD-Ley 6/2023, de 19 de diciembre, son los artículos 2 o) y n);
18.1; 19.2; 21.2; 25; 26; 28.1; 29; 34; 44; 53.2; 55; 56.5; 59; 62; 64; 66.1; 81; 86 bis; 89; 97.3; 101; 103; 143.1;
188.1; 191.3 b); 234.1; 236.1; 244; 247 bis; 247 ter y DT 4.ª.
2 En el territorio nacional, la media en el orden civil para los juicios verbales más breves es de 8,9 meses, mientras
que un proceso de reclamación de cantidad en el orden social puede durar 13,5 meses; uno de despido 6,5 meses;
uno de seguridad social 11,5 meses; uno de accidente de trabajo 17,7 meses y uno de derechos fundamentales
8,1 meses. Puede consultarse la fuente para el año 2022 en https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Trans-
p a r e n c i a / c h . E s t i m a c i o n - d e - l o s - t i e m p o s - m e d i o s - d e - d u r a c i o n - d e - l o s - p r o c e d i m i e n t o s -
judiciales.formato1/?idOrg=25&anio=2022&territorio=Espa%C3%B1a&proc=ASUNTOS%20SOCIALES
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Para entender el procedimiento testigo, hay que contar un poco de historia del derecho. Se
trata de un procedimiento importado desde el orden C-A, para procedimientos en materia tribu-
taria. Pero claro, no es tampoco una invención patria, sino que proviene de sistemas anglosa-
jones. Se trata originariamente del llamado leading case o landmark decision, donde un caso
actúa como referente de procedimientos posteriores sobre la base del precedente propio de los
sistemas del Common Law.

¿Por qué se ha importado un procedimiento de este tipo al orden social? Porque ha tenido
un acreditado éxito en casos de litigios en masa sobre un conflicto idéntico. En el orden C-A
este procedimiento se regulaba en el artículo 37.2 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa  y ha sido utilizado en materia tributaria. Por ejemplo, un artículo de una
ley en materia tributaria generaba un conflicto jurídico de interpretación y entonces se elegía
uno de esos casos para tramitarlo primero (el procedimiento guía, muestra o modelo), suspen-
diéndose el resto hasta su solución, y después los otros podían ver extendidos sus efectos (si
la sentencia era estimatoria) o lo contrario, desistir, si era desestimatoria. 

El éxito de este procedimiento como desatascador hizo que una parte de la doctrina proce-
salista reclamara la incorporación a otros órdenes jurisdiccionales donde se planteaban litigios
en masa, a saber, orden civil (singularmente en litigios sobre condiciones generales de la con-
tratación, muy frecuentes, entre otros, en las cláusulas de contratos bancarios4) y en el orden
social (donde es frecuente que varias personas trabajadoras reclamen lo mismo frente a un em-
presario, o en materia de seguridad social). La introducción del procedimiento testigo ha sido
una reforma procesal general, que ha afectado a varios órdenes jurisdiccionales, entre ellos, al
civil, donde esencialmente se ha regulado en el artículo 438 bis de la Ley de Enjuiciamiento
Civil, pero sin duda, la regulación más similar a la social ha sido la preexistente en el orden con-
tencioso administrativo. En la misma se han mantenido rasgos como el carácter preceptivo de
su utilización (art. 37.2 LJCA), la tramitación preferente, el acceso directo al recurso y la aplica-
ción de las normas en materia de extensión de efectos de optarse por ello. Este mimetismo con
la regulación contencioso-administrativa de la institución no es una senda nueva, de hecho, ya
se había recorrido por una norma inmediatamente anterior, el Real Decreto Ley 5/2023,  en el
recurso de casación unificadora en casos de asuntos pendientes de tramitación en caso de
identidad jurídica sustancial, previsto en el artículo 225 bis de la LRJS, que guardaría claros
paralelismos con el recurso de casación contencioso administrativo testigo, previsto en el art.
94 LRJCA5. 

Sin embargo, dicha importación habría generado críticas doctrinales por varias razones. Pri-
mero, por considerar que, en el orden social a diferencia del contencioso administrativo, sólo
tendrá aplicación residual a determinados pleitos (Chocrón, 2023:26). Una segunda crítica ha-
bría puesto en duda el carácter constitucional de la regulación, que podría poner en jaque el
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3 Artículos 37.2, 110 y 111 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
4 Artículo 438 bis Ley de Enjuiciamiento Civil.
5 Este recurso trataría de evitar la saturación del Alto Tribunal en asuntos repetitivos donde se plantea una cuestión
sustancialmente idéntica. En los casos donde no existe un pronunciamiento unificador del Tribunal Supremo se
permite la admisión de uno o varios recursos de casación para la unificación de doctrina (lo que permite abordar
las razones jurídicas esgrimidas en más de un recurso), otorgando tramitación preferente a los recursos testigos.
El resto de los recursos se suspenden a la espera de la resolución de los señalados como recursos testigos. Pro-
ducida esta resolución, se notificará a los interesados afectados por la suspensión, que pueden interesar el des-
istimiento o la continuación. Ahora bien, ha de tenerse en cuenta que, en caso de continuación, si la sentencia de
suplicación resolvió en el mismo sentido que el Tribunal Supremo, los recursos paralizados se inadmitirán por no
existir contenido casacional. Y, por el contrario, si la sentencia del Tribunal Supremo resolvió en un sentido no
coincidente con el del Tribunal Superior de Justicia, se admitirá la continuación del proceso, para revocarla, si
bien cabe que se dicte sentencia por el Alto Tribunal remitiéndose a lo acordado en la sentencia de referencia y
adoptando los demás pronunciamientos que considere necesarios. 
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derecho a la tutela judicial efectiva. Frente a ellas, procesalistas del orden social reputados
como Salinas Molina, aludirían a que la regulación del procedimiento prexistente en el orden
contencioso administrativo no habría planteado dudas de constitucionalidad (2024:17). 

La verdad es que, si uno conoce un poco la práctica forense, en muchos casos este invento
del procedimiento testigo ya operaba sin estar regulado, es decir, se utilizaba las posibilidades
de suspensión por la magistratura, para conseguir un efecto parecido. Se trataría de dar carta
de naturaleza a una práctica ya existente bajo mano. Sin embargo, el procedimiento testigo ten-
dría una importante ventaja frente a las praxis de las suspensiones y es que permitiría directa-
mente eliminar la realización de actuaciones judiciales (singularmente las vistas) y extender, en
su caso, la sentencia firme que diera solución al caso.

2.2. La regulación del procedimiento testigo en el orden social en el artículo 86 bis

Se ha introducido en el artículo 86 bis LRJS, dentro pues de la regulación del proceso ordi-
nario. Tal sistemática ha generado críticas (Chocrón, 2023: 26). Aunque para otras opiniones
se ha defendido que tal ubicación evidenciaría la naturaleza del procedimiento testigo como un
procedimiento declarativo (Salinas, 2024: 16 y 20). En mi opinión, esta ubicación fuera del marco
de la regulación de la acumulación de acciones y autos también puede responder al deseo del
legislador de darle una carta de naturaleza propia distinta de la de la acumulación. Luego se ha
de volver sobre esta cuestión, pues algunos autores defienden su carácter subsidiario a la acu-
mulación (Gómez Abelleira, 2024, Martín, 2024: 116), mientras que otros, entre los que me in-
cluyo, abogan por también por su carácter alternativo a la acumulación (Salinas 2024:17; Esteve,
2024,). La ubicación sistemática del procedimiento testigo sería un argumento adicional a favor
de la segunda tesis, que permitiría una mayor utilización del pleito testigo como herramienta de
agilización procesal.

2.3. Los presupuestos del procedimiento testigo

En cuanto a los requisitos para que pueda operar el procedimiento testigo, son los siguientes,
que han de concurrir simultáneamente:

1.- Que un órgano judicial tenga pendiente una pluralidad de procesos con identidad de ob-
jeto y de parte demandada. 

2.- Que no hubiera posibilidad de acumulación o no se hubieran podido acumular.

2.3.1. La pluripendencia y la inexigencia de que los asuntos se tramiten exactamente en el
mismo órgano judicial

El primer requisito o grupo de requisitos es bien conocido por los procesalistas y los prácticos
forenses, pues es común en las acumulaciones de procesos: pendencia de varios procesos o
pluripendencia, identidad de acción o acciones y de parte o partes demandadas. No obstante,
en los primeros comentarios a la ley se ha realizado por algunos autores, una interpretación
restrictiva de la pendencia ante el órgano judicial que conviene debatir. Así se ha sostenido por
algún intérprete que «la pluripendencia ha de darse en el mismo órgano judicial; la pluripen-
dencia en distintos juzgados de la misma circunscripción puede resolverse mediante la acumu-
lación prevista en el artículo 29 LRJS» (Gómez Abelleira, 2024: 2 y Nores, 2024: 17). Sin
embargo, esta interpretación está a mi juicio demasiado pegada al tenor literal de la norma que
alude a un juez, jueza o tribunal, lo que no significa necesariamente que deba ser el mismo juz-
gador o juzgadora, sino el mismo órgano judicial, y de existir varios juzgados, puede activarse
también el procedimiento testigo. Esta opinión, también ha sido sostenida por otros autores,
que aluden a que el procedimiento testigo se puede activar ante una pluralidad de pronuncia-
mientos judiciales iniciados «ante el mismo o distintos órganos judiciales» pues la acumulación
de procesos regulada en el artículo 29 LRJS es también obligatoria cuando los procesos se han
iniciado ante dos o más juzgados de lo social (Salinas, 2024: 16 y 22).
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2.3.2. Que no hubiera posibilidad de acumulación o no se hubieran podido acumular: el pleito
testigo ¿es un mecanismo subsidiario o alternativo a la acumulación o es posible en ambos
casos?

Merece la pena reflexionar sobre en qué supuestos está pensando el legislador. En muchos
casos se producen conflictos plurales y no ha habido acumulación (por ejemplo, un trabajador
se lo comenta a otro y el otro se anima a acumular, pero ya se han producido los actos de con-
ciliación a judicial y juicio). Otro elemento importante es que en nuestro ordenamiento procesal
estamos acostumbrados a que los pleitos de conflictos colectivos suspendan los individuales,
pero en muchos casos, el instrumento clásico social del conflicto colectivo tiene dificultades de
acceso, por ejemplo: empresas sin representantes, sindicatos sin implantación o pleitos de se-
guridad social donde no se ha posibilitado la utilización del conflicto colectivo (Salinas, 2024:
21). El pleito testigo también puede ser una herramienta para los sindicatos que en muchos
casos litigan en masa y no dan abasto para atender a reclamaciones individuales.

El hecho de que hable de procedimiento testigo respecto a una pluralidad de procesos que
no fueran susceptibles de acumulación o que no se hubieran podido acumular, permite que el
procedimiento testigo funcione no solo en la fase de instancia, sino en la de recurso, y en la
ejecución. No obstante, algunos intérpretes han considerado que el procedimiento testigo es
subsidiario de la acumulación (Gómez Abelleira, 2024; Martín, 2024: 116). A estos efectos, se
basan en una interpretación literal del tenor del artículo 86 bis LRJS que señala que el procedi-
miento testigo procederá «siempre que» los procesos «no fueran susceptibles de acumulación
o no se hubiera podido acumular». 

Sin embargo, cabe pensar en otra interpretación y es la del procedimiento testigo como sis-
tema alternativo a la acumulación. La diferencia parece sutil, pero en la práctica, ello abriría mu-
chas posibilidades al procedimiento testigo que irían más allá de los supuestos donde, por la
razón que sea, no se ha producido la acumulación. Los autores que consideran el procedimiento
testigo como subsidiario de la acumulación aluden a las amplias posibilidades de acumulación,
y parten de que el principal caso de procesos no susceptibles de acumulación es el posible per-
juicio a la tutela judicial efectiva, de acuerdo con lo regulado en los artículos 25.3 y 28.1 de la
LRJS.  Por ejemplo, cita Gómez Abelleira cuando la acumulación condujera a macrocausas de
difícil gestión. En cambio, otros autores aluden a que la previsión de que los procesos «no se
hubieran podido acumular» no figuraba en el proyecto de ley de medidas de eficiencia procesal
del servicio público de justicia, pero fue introducida en vía de enmienda número 272, introduc-
ción que, en opinión de Salinas, «se ha considerado muy acertada para evitar interpretaciones
rigoristas y literalistas». El mismo autor defiende que debe rechazarse una interpretación «de
que sólo es posible acudir al procedimiento testigo cuando resulte imposible acumular los pro-
cedimientos, lo que haría prácticamente inútil esta nueva institución» (2024: 21). 

En este sentido, si se parte de considerar el procedimiento testigo no como una vía subsi-
diaria, sino alternativa para las partes, las potencialidades del procedimiento testigo se amplían.
Y la consideración del procedimiento testigo en dicho sentido ya cuenta con un poderoso pre-
cedente. En el orden contencioso-administrativo, la Sala Tercera del Alto Tribunal ha descrito el
procedimiento testigo, como «un sistema alternativo a la acumulación ordinaria de autos» (SSTS
Cont-Adm. 4 diciembre 2006, rec. 6267/2003 y 11 diciembre 2006, rec. 6225/2003)6. El Alto Tri-
bunal en las mencionadas sentencias desestima precisamente, una visión restrictiva del proce-
dimiento testigo, en un caso donde se optó no por la acumulación de procesos, sino por tramitar
un procedimiento testigo y suspender el resto. El Alto Tribunal alude varias veces en la inde-
pendencia del procedimiento testigo respecto al de acumulación de autos y al procedimiento
de extensión de efectos previsto para este en la jurisdicción contencioso-administrativa. Así se
señala literalmente: «Frente a la asimilación que hace el Abogado del Estado a un supuesto de
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6 Línea continuada por la STS, sala C-A, 15 marzo 2010, rec. cas. 2895/2010.
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mera extensión de los efectos de una sentencia firme de los arts. 110 y 111 LJCA, la previsión
del citado art. 37.2 LJCA constituye, en realidad, un sistema alternativo a la acumulación ordi-
naria de autos».  Aunque el tribunal supremo califica a la calificación de autos como sistema
«con gran raigambre en el ordenamiento jurídico», insiste en diferenciarlo del procedimiento
testigo afirmando: «El efecto propio de la acumulación de autos es seguir en un sólo procedi-
miento dos o más procesos cuyos objetos son idénticos y que se resuelven por una misma sen-
tencia. Y, precisamente, para evitar los inconvenientes y complejidades que puede presentar
dicho tratamiento conjunto de pretensiones iguales y abordar el tratamiento de recursos masi-
vos, tan frecuentes en el Contencioso-Administrativo, singularmente en materia de funcionarios
públicos o tributaria, introduce la LJCA de 1998, en el capítulo dedicado a la acumulación, un
instrumento procesal alternativo.».

Y es que a veces se producen conflictos plurales, pero no hubo acumulación; por ejemplo,
una persona empleada plantea una reclamación judicial y otra persona empleada por la misma
entidad empleadora decide reclamar también, pero ya se han producido los actos de conciliación
judicial y juicio, con lo que ya no cabría la acumulación o simplemente el segundo litigante decide
esperar a ver el resultado del primer litigio. El procedimiento testigo permite disponer de una
vía distinta y alternativa a la acumulación. Y, además, esta vía se puede activar no sólo en la
fase de instancia, a diferencia de la acumulación de procesos, sino en la de recursos. Sin em-
bargo, no todos los autores comparten esta interpretación. Así, se ha señalado que no debe
entenderse que el pleito testigo pueda tramitarse tanto en la instancia como en suplicación o
en casación para la unificación de doctrina, excluyéndose la posibilidad de una suerte de recurso
testigo (Martín, 2024: 117) y admitiendo que, aunque la ley guarda silencio, el momento procesal
oportuno para el procedimiento testigo es el de admisión de la demanda (Chocrón, 2023: 41).
Frente a esta opinión entiendo que no existe tal limitación, y que la tramitación de un recurso
de suplicación testigo puede tener todo el sentido y ser más operativa que la acumulación de
recursos en aras de lograr una vía más expeditiva. Debe tenerse en cuenta que el llamado re-
curso de casación testigo ha sido introducido expresamente en el orden social en el artículo
225 bis LRJS (sobre el mismo, Fernández, 2023).

En todo caso, frente a esta posición, hay autores que consideran que el procedimiento testigo
jugará un papel residual (Chocrón, 2023: 26) frente a la acumulación, que ha sido además mo-
dificada (Martín, 2024: 116). Sin embargo, la acumulación reviste características que, si bien
son más garantistas, retrasan la solución de los pleitos, pues en la acumulación, se han de sus-
tanciar todas las pretensiones, permitiendo alegar y probar a todas las partes, lo cual no aligera
trámites, a diferencia del procedimiento testigo. En este sentido, la referencia abierta del presu-
puesto del procedimiento testigo de acciones en las que no hubiera posibilidad de acumulación
o no se hubieran podido acumular, que ha sido tachada de imprecisa (Chocrón, 2023: 37), creo
que es deliberadamente abierta para posibilitar su uso, permitiendo escoger la vía de la acu-
mulación o la alternativa del procedimiento testigo, si no se ha hecho uso de la primera. Ha de
tenerse en cuenta un argumento adicional. En el proceso civil, el pleito testigo no está condicio-
nado a la acumulación, puede plantearse perfectamente con independencia de esta (cfr. art.
438 bis apartado primero LEC).

2.3.3. La no restricción de materias en que puede utilizarse el pleito testigo en el orden
social

Otro elemento que apuntala que la intención del legislador en el proceso social es la de po-
tenciar el uso del pleito testigo es que no se han limitado las materias en las que puede aplicarse,
a diferencia de lo acaecido en el orden civil, donde el pleito testigo se ciñe a acciones individua-
les sobre condiciones generales de la contratación donde no sea preciso realizar un control de
transparencia de la cláusula, ni valorar la existencia de vicios en el consentimiento del contra-
tante. En el orden social puede utilizarse en cualquier materia cuyo conocimiento corresponda
al orden social, y con independencia de la modalidad procesal utilizada.
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2.4. La dinámica del pleito testigo

2.4.1. El carácter preceptivo del pleito testigo

El funcionamiento de este procedimiento en el orden social parte del carácter preceptivo de
la actuación judicial en relación con dar preferencia de tramitación a uno o varios procedimientos
(según orden de presentación de la demanda), suspendiéndose el resto, que pueden benefi-
ciarse de la extensión de los efectos del llamado procedimiento testigo. 

De entrada, en punto al carácter preceptivo del pleito testigo en el orden social, ha de seña-
larse que en este punto la regulación introducida en la LRJS mimetiza la prexistente en el orden
contencioso-administrativo, pero se diferencia claramente de la regulación en el orden civil,
donde el pleito testigo sólo se activa si lo solicita alguna de las partes. Así se señala en el apar-
tado primero del artículo 438 bis in fine: «La parte actora y la parte demandada podrán solicitar
en su escrito de demanda y contestación que el procedimiento se someta a la regulación de
este artículo, siempre que concurran los presupuestos señalados en el párrafo anterior».

Volviendo a la regulación de la norma forense en el orden social, la referencia a «uno o
varios procedimientos» que actúen como procedimientos testigo parte seguramente de la posi-
bilidad de que puedan existir casos con similitudes y la consiguiente posibilidad de agruparlos
por grupos o categorías para la correcta selección de los procedimientos que actúen como re-
ferentes del resto de procedimientos suspendidos. Esta posibilidad ya se preveía desde la ex-
periencia aplicativa del artículo 37.2 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

La existencia de uno o varios procedimientos con las identidades necesarias para que se
active el pleito testigo debe ser detectada por el propio órgano judicial, sin embargo, nada obsta
a que las partes indiquen tal cuestión en la demanda o en un escrito posterior, o en el propio
acto del juicio (Salina, 2024: 22-23).

En todo caso, el efecto suspensivo de los procedimientos similares decidido por el órgano
judicial exige dar previa audiencia a las partes en el plazo de cinco días a los efectos de valorar
la implementación del procedimiento guía y la selección del que haya de configurarse como tal.
Por tanto, aunque la ley indica atender en cuanto a la selección del procedimiento guía al criterio
cronológico, como criterio preferente, ha de tenerse en cuenta que puede haber otros. 

En el orden civil, se prevé una cuestión que no se regula en el orden social. Así en el orden
civil se prevé que contra el auto acordando la suspensión cabrá recurso de apelación que tendrá
carácter preferente. En el orden social, se impone la preceptiva actuación judicial de aplicar los
efectos del pleito testigo de darse los requisitos, sin que se haya previsto recurso devolutivo es-
pecífico contra la decisión del órgano judicial de aplicar o dejar de aplicar el pleito testigo. Aun-
que, obviamente contra el auto del órgano judicial en el orden social cabrá remedio de reposición
ex art. 186 LRJS. Esta ausencia de recurso devolutivo frente a las decisiones sobre tramitación
preferente de uno o varios procedimientos y/o de suspensión de otros está en la línea de lo que
acontece en materia de acumulación, donde tampoco se prevé recurso de suplicación ni de ca-
sación frente a las decisiones judiciales en materia de acumulación, pero se ha criticado que
no se contemple la posibilidad de oposición a la suspensión de los procedimientos no preferen-
tes hasta que el pleito testigo sea resuelto (Salinas, 2024: 26-27). Este es el punto más delicado
del pleito testigo puesto que las partes afectadas por la suspensión no van a poder intervenir
en el pleito preferente, por lo que este «sacrificio procesal» en palabras de la doctrina (Salinas,
2024: 27, Nores, 2024: 25) contrasta con la posibilidad en el orden civil de recurrir el auto acor-
dando la suspensión. Ciertamente, ello enlaza con la posición de algunos grupos parlamentarios
(vid. Enmiendas 440, 517 y 518 al proyecto) que habrían argumentado que debería suprimirse
el pleito testigo pues no es razonable que, siendo las partes demandantes distintas, se le impida
actuar, lo que mermaría su derecho de defensa. 
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Frente a ello se han esgrimido varios argumentos, de los que cabría seleccionar tres, de los
expuestos por Salinas. El primero es que las críticas al pleito testigo han sido más acusadas en
el orden civil, y en menor medida, en el social, pero chocan con el incontestable argumento de
que en el orden contencioso administrativo la figura ya estaría consolidada. El segundo es que
la parte demandante ve sólo limitada, pero «no condicionada de modo definitivo la tutela por
acordarse la suspensión», pues una vez resuelto el pleito testigo puede optar por la continuación
del procedimiento. El tercero es que las partes pueden siempre argumentar que no concurre la
exigencia de idéntica situación jurídica necesaria para que se active el pleito testigo

2.4.2. Las diferentes posturas de las partes demandantes una vez recaída sentencia firme
en el procedimiento testigo

Una vez resueltos los procedimientos testigos, esto es, a los que se ha dado preferencia
mediante sentencia firme, se dará traslado a los demandantes del resto de procedimientos para
que puedan interesar una posible extensión de efectos de acuerdo con el art. 247 ter, una con-
tinuación del procedimiento o bien, desistir de la demanda. Obviamente aquí está la clave del
procedimiento testigo donde el objetivo no es sólo reducir el volumen de asuntos, y evitar pleitos
reiterativos, sino evitar el peor de los males en el mundo jurídico, a saber: la injusticia de que
ante una misma situación se den resultados diferentes. 

Un elemento para lograr la tan ansiada estandarización de soluciones es que producida la
sentencia firme en el procedimiento guía, esta se comunica por el cuerpo de personas letradas
de la Administración de justicia a los demandantes de los procedimientos suspendidos, que
pueden decidir en el plazo de cinco días varias posibles actuaciones que se detallan después.

La regulación forense del pleito testigo en el orden civil se aparta en este punto del orden
social, puesto que en la ley de enjuiciamiento civil se prevé que el órgano judicial se pronuncie
tras la sentencia firme si considera que procede o no la continuación del procedimiento.

Volviendo a la regulación del orden social, donde directamente se prevé el traslado y au-
diencia de los demandantes de los procedimientos suspendidos interesa resaltar que esta au-
diencia a los demandantes no debe confundirse con las alegaciones que las partes pueden
efectuar en igual plazo de cinco días acerca de si resulta procedente o no tramitar con carácter
preferente uno o varios procedimientos, suspendiendo el curso de los demás. En este caso, la
audiencia va dirigida a valorar la procedencia o no de extender los efectos de la sentencia. En
este caso, los demandantes de los procedimientos afectados por la suspensión pueden decidir
una de estas tres actuaciones:

A) Desistir de la demanda, lo que previsiblemente ocurrirá si se han planteado las mismas
alegaciones que las del procedimiento inicial y estas no han sido acogidas. En este su-
puesto, no se ha previsto por la norma nada más, pero la doctrina ha indagado sobre la
resolución a dictar por el órgano judicial para dar forma a este desistimiento y sobre la
posible oposición de la parte demandada a este desistimiento, señalando que el desisti-
miento deberá formalizarse en un decreto de la persona letrada de la administración de
justicia (art. 206.2.2 LEC). En cuanto a la posibilidad de que, acordado el desistimiento,
el demandado se opusiese se ha propuesto la posibilidad de aplicar supletoriamente lo
previsto en el art. 20.3 LEC, para sustanciar la eventual, aunque en mi opinión, rara en
la práctica, oposición del demandado al desistimiento de las partes demandantes de los
pleitos suspendidos.

B) Continuar el procedimiento suspendido, por ejemplo, si no se han resuelto todas las pre-
tensiones o se han planteado otras parcialmente diferentes. Es destacable que, en el
orden civil, el precepto que regula el pleito testigo introduce un requisito para esta posi-
bilidad, que no se ha introducido por el legislador en el orden social. Se trata de la exi-
gencia de motivación por la parte interesada en la continuación del procedimiento
suspendido, que en el tenor literal del apartado tercero del artículo 438 bis LEC debe «in-
dicar las razones o pretensiones que, deben ser a su juicio resueltas».

C) O la extensión de los efectos de la sentencia dictada en el procedimiento testigo.
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Una reforma complementaria que es necesaria para que el sistema funcione. La doctrina
había dejado constancia que las sentencias dictadas en los procedimientos testigo debían tener
siempre acceso al recurso de suplicación por la vía del art. 191.3.b), evitando el escurridizo con-
cepto de afectación general como vía de acceso al recurso. De ahí que se haya incluido la apos-
tilla en el acceso directo al recurso de suplicación. Sin embargo, en la LRJS no se delimita nada
más sobre el pleito testigo en sede del recurso de suplicación. 

Otra reforma complementaria es la extensión de efectos. Se ha reculado en el art. 247 ter,
en la ejecución, después de la ejecución de sentencias colectivas, se han introducido dos inno-
vaciones. En punto a la extensión de efectos de la sentencia firme del procedimiento testigo, se
establece que el órgano judicial ha de acordarla, salvo en dos supuestos. Estos supuestos son:

a) Que concurran las circunstancias previstas en el artículo 247 bis 5, esto es, casos de
cosa juzgada, sentencias con doctrina contraria a la jurisprudencia del Tribunal Supremo
o doctrina reiterada del Tribunal Superior de Justicia competente o si para el interesado
se hubiere dictado resolución que, habiendo causado estado en vía administrativa, fuere
consentida y firme por no haberla impugnado jurisdiccionalmente. La doctrina ha hecho
varias interpretaciones interesantes en relación con esta primera causa obstativa de la
extensión de efectos de la sentencia del pleito testigo. Así, se ha señalado por Salinas
(2024: 32-33):

1. Que la cosa juzgada es extensible a la litispendencia, pues así se prevé en el art.
69.d) de la LRJCA.

2. Que la alusión a doctrina contraria del a la jurisprudencia del Tribunal Supremo o doc-
trina reiterada del Tribunal Superior de Justicia competente, debe completarse  e in-
terpretarse en sentido amplio, incluyendo doctrina del Tribunal Europeo de Derechos
Humanos y del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y, en su caso, de las deci-
siones de los órganos que deban interpretar los tratados internacionales suscritos por
España aunque no tengan el carácter de sentencias o resoluciones dictadas por los
Tribunales (STC 61/2004, de 9 de abril). Ello casa con lo señalado por Nores (2024:
39) «Las primeras lecturas de la norma apuntaron hacia lo quimérico de esta causa
de desestimación, pues implicaría reconocer que al dictarse la resolución cuyos efec-
tos se pretende extender se incurrió en un error; no obstante, seguramente la norma
está pensando en que ese desajuste es sobrevenido por haberse dictado la sentencia
del TSJ o del TS con posterioridad a la sentencia cuyos efectos se pretende exten-
der».

3. Que en relación con los casos donde se hubiere dictado resolución que, habiendo
causado estado en vía administrativa, fuere consentida y firme por no haberla impug-
nado jurisdiccionalmente cabe tener en cuenta que la jurisprudencia en los casos de
silencio por parte de la administración ha considerado que ante la inexistencia de acto
que pudiera quedar firme y ser consentido debe entenderse que siempre puede soli-
citarse la extensión de efectos (STC 220/2023, de 15 de diciembre).

b) Que exista alguna causa de inadmisibilidad propia del proceso suspendido que impida el
reconocimiento de la situación jurídica individualizada. En este punto, la doctrina ha re-
cordado que la referencia a las causas de inadmisibilidad traslada a la norma forense
social lo previsto en la LRJCA, en concreto en el art. 111.2, que a su vez remite al art. 69
LRJCA, que prevé: La sentencia declarará la inadmisibilidad del recurso o de alguna de
las pretensiones en los casos siguientes: a) Que el Juzgado o Tribunal Contencioso-ad-
ministrativo carezca de jurisdicción. b) Que se hubiera interpuesto por persona incapaz,
no debidamente representada o no legitimada. c) Que tuviera por objeto disposiciones,
actos o actuaciones no susceptibles de impugnación. d) Que recayera sobre cosa juz-
gada o existiera litispendencia. e) Que se hubiera presentado el escrito inicial del recurso
fuera del plazo establecido.
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c)   Una tercera posibilidad que limita, esta vez temporalmente, la posibilidad de extensión,
que quedará en suspenso hasta su resolución cuando se encuentre pendiente un recurso
de casación para la unificación de doctrina cuya resolución pueda resultar contraria a la
doctrina determinante de la sentencia firme cuya extensión se pretenda. En este caso,
resulta aconsejable esperar a que el Tribunal Supremo se pronuncie en firme (Salinas,
2024: 33).

3. MODIFICACIONES EN MATERIA DE ACUMULACIÓN: EL IMPULSO DE LA ACUMULA-
CIÓN OBLIGATORIA

En aras de la economía procesal y de evitar duplicidades innecesarias, las reformas tratan
de conseguir la máxima de acumular todo lo que se pueda acumular cuando se estén ventilando
asuntos similares. Este objetivo se proyecta tanto en la acumulación de acciones, como en la
de procesos, no sin cierto desorden (Nores, 2024: 20), en los arts. 25 y siguientes, que mezclan
ambas instituciones.

En primer lugar, se señala que la acumulación será posible cuando las acciones se funden
no sólo en los mismos hechos, sino «en una misma o análoga decisión empresarial o en varias
decisiones empresariales análogas». 

Los casos donde va dirigida esta acumulación son decisiones empresariales comunicadas
a los trabajadores con idéntico contenido (despidos, suspensiones de contratos, modificaciones,
traslados, etc.). Entre ellos, Salinas señala el supuesto frecuente de sucesivas cartas de despido
de idéntico contenido o causa entregadas a distintos trabajadores en fechas próximas (2024:
25).

En realidad, esta acumulación no es tan novedosa y ya se podía hacer. Ahora bien, con la
reforma se refuerza el mensaje para evitar el «obedézcase, pero no se cumpla». Se envía un
mandato a los órganos judiciales. Se dice en concreto, que el órgano judicial deberá proceder
a la acumulación, salvo que vaya en perjuicio de la garantía de la tutela judicial efectiva. El uso
del imperativo («deberá») y la exigencia en caso contrario de motivar la excepción de no acu-
mulación tratan de conseguir que la acumulación sea la regla y la tramitación separada la ex-
cepción. 

En el mismo precepto, cuando se trata de demandas por accidente de trabajo o enfermedad
profesional, se repartirán al juzgado que conoció en primer lugar y, en su defecto, es cuando se
añade que es deber de las partes, tendrán que informar al referido órgano judicial.

Lo mismo que ocurre cuando hay un acto administrativo impugnado por una pluralidad de
destinatarios y la Administración responsable del mismo no lo comunicó al órgano judicial que
primero hubiera conocido. 

¿Qué pasa si se incumplen estas obligaciones de informar? Alguna doctrina ha apuntado
que el incumplimiento de estos deberes de información puede comportar las consecuencias
sancionadoras previstas en el art. 75 LRJS (Tascón, 2023: 98); aunque otros consideran inapli-
cable este precepto por venir referido a supuestos de mala fe o temeridad procesal (Nores,
2024: 21).

En el art. 26 se incluyen diversas modificaciones. 

1.- La primera, de menos calado, pues ya era una interpretación jurisprudencial, era la de
que cuando se señala que hay un listado de acciones que no se pueden acumular a otras, se
suprime la referencia a «ni entre sí» y se añade «salvo la responsabilidad por daños derivados». 

La supresión de la expresión «ni entre sí» responde a una enmienda que sostuvo la nece-
sidad de la supresión para evitar los problemas de una interpretación que, sobre la base de
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este tenor, defendía la imposibilidad de acumular en casos de cartas de despidos con idéntico
contenido o causa entregadas a distintos trabajadores (Salinas, 2024: 24, quien alaba la en-
mienda 266 introducida en el proyecto). 

En cuanto al segundo cambio, este es lógico, por ejemplo, si hay una acción de modificación
sustancial puede acumular a la impugnación del cambio la reclamación los daños derivados de
esa modificación sustancial, porque propiamente no son una acción distinta, sino que esta exi-
gencia de responsabilidad es intrínseca a la propia acción. 

2.- La otra modificación es que se excluye de la posible acumulación las cuestiones relativas
al trabajo a distancia (art. 138 bis), lo que ha sido considerado lógico (Nores, 2024: 17).

3.- Es sabido que muchas personas, sobre todo, si están en una situación precaria, no re-
claman hasta que se les despide. Ello convierte a la posibilidad de acumular a la acción de des-
pido reclamaciones de cantidad de cantidades vencidas, exigibles y de cuantía determinada
prevista en el artículo 26.3 segundo párrafo de la de LRJS en la más utilizada. Respecto a ellas
se refuerza en la reforma del 2023 la posibilidad de acumular la reclamación de cantidad al pro-
ceso por despido, eliminando la posibilidad que antes existía de que el órgano judicial desacu-
mulara argumentando que la cantidad reclamada encerraba situaciones de complejidad.
También se resuelve la polémica en relación con si esa posibilidad de acumulación se refería
sólo a cantidades debidas en el finiquito o a cualesquiera deudas laborales pendientes, en favor
de esta última tesis. 

Otra reforma es la introducida en el art. 26.8 LRJS para los supuestos de modificación sus-
tancial de condiciones de trabajo y de despido objetivo, donde se pueden acumular a una misma
demanda acciones de distintos actores cuando se deriven de los mismos hechos o de la misma
causa.  El artículo 26.8 LRJS ha sido considerado por algunos como innecesario, por permitirse
ya en el art. 26.1 la acumulación de pleitos por despidos disciplinarios y objetivos de distintos
trabajadores, al suprimirse la expresión «ni entre sí» (Salinas, 2024: 24, Nores, 2024: 10). Sin
embargo, otros autores han destacado que no se entiende por qué el art. 26.8 LRJS se ha au-
tolimitado, y no ha incluido el despido disciplinario por unos mismos hechos por varios trabaja-
dores o el traslado de un grupo de trabajadores (Rodrigo Tascón). Lo cierto es que la posibilidad
de acumulación de acciones de despido objetivo ofrece mayores posibilidades de que las cartas
o los hechos enjuiciados sean iguales, que respecto a acciones de despido disciplinario. Ello
no impide la acumulación de procesos, en todo caso, recuérdese la vieja doctrina de en la ile-
galidad no hay igualdad cuando hay varios trabajadores sancionados por unos mismos hechos
con un despido disciplinario. Respecto a la acumulación de acciones frente a un traslado por
varias personas trabajadoras distintas no cabe duda de que es posible la acumulación sobre la
base de lo dispuesto en la modalidad del art. 138 LRJS, que incluye tanto a modificaciones sus-
tanciales de condiciones de trabajo como a decisiones de movilidad geográfica y otros procesos
de reorganización empresarial y también sobre la base de los cambios operados en el artículo
25. 

Con respecto a la acumulación de autos, el art. 28 ha reforzado la obligatoriedad de acumular
cuando se tramitan demandas contra un mismo demandado por acciones idénticas. Deviene
obligatorio y únicamente se introduce la salvedad a la acumulación prevista en los casos, como
se señaló antes, en los que vaya en perjuicio de la garantía de la tutela judicial efectiva. Nue-
vamente en el art. 29 se contiene la obligación de las partes de comunicarlo al órgano judicial
que conoció del primer proceso. 

En el art. 34, dedicado a la desacumulación, el cambio más significativo es la posibilidad de
suspensión de actuaciones que pudieran privar de efectividad la decisión de acumulación,
cuando planteada esta sean precisas la realización de determinadas actuaciones para el des-
arrollo del proceso.
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En punto a la acumulación de recursos, se refuerza la posibilidad de acumulación- señalando
que acordada la acumulación no podrá dejarse sin efecto por el tribunal, salvo que se justifique
motivadamente que se pueden causar perjuicios desproporcionados a la tutela judicial efectiva
la forma de adoptar este trámite y que en principio han de acumularse los recursos iguales,
salvo que se afecte la tutela judicial efectiva. 

4. NOVEDADES EN EL PROCEDIMIENTO MONITORIO

Pese a los comentarios de un sector de la doctrina, sobre la insistencia de querer reformar
un procedimiento fracasado (Nores, 2020), la reforma del procedimiento monitorio había estado
presente en buena parte de los documentos que la precedieron7. El objetivo que se ha preten-
dido alcanzar es una mayor extensión de su uso y a la vez, disminuir el número de reclamacio-
nes de cantidad en procedimiento ordinario. En aras de lograr la economía procesal y el
acortamiento en la resolución de los asuntos en el ámbito social, que es particularmente escan-
daloso en el ámbito de las reclamaciones de cantidad8, la reforma procesal operada en el Real
Decreto Ley 6/2023 ha realizado diversos retoques en el monitorio social9. La razón de ser de
estos cambios ha sido que el monitorio no ha funcionado como se esperaba para conseguir la
agilización del proceso y la solución procesal expeditiva de créditos dinerarios laborales de pe-
queña cuantía. Y es que las estadísticas venían resaltando, el uso prácticamente testimonial
del monitorio en el orden social10, frente a su proceso hermanado en el orden civil11. 

El Real Decreto Ley 6/2023 ha dedicado notable atención al monitorio laboral, pues ha rea-
lizado no uno, sino cuatro ajustes. En concreto, se han producido las siguientes cuatro reformas. 

En primer lugar, se ha incluido el monitorio entre los procesos excluidos de conciliación ad-
ministrativa previa (art. 64.1 ET). Este ajuste de eliminar la obligación de actos de conciliación
y mediación se explica por un procedimiento que busca ser expeditivo, en el que los plazos es-
tablecidos en la regulación son breves, por ejemplo, para la oposición, y donde se había criticado
doctrinalmente que la petición inicial no estuviese excluida de los actos previos (Preciado, 2012:
2; Martínez, 2022).

En segundo lugar, se ha incrementado la cuantía de lo reclamado, pasando de 6 000 —
cuantía considerada en su momento demasiado elevada en el orden social12— a 15 000 euros.
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7 Vid. medida 6.21 de las Directrices para la elaboración de un plan de choque en la Administración de Justicia
tras el estado de alarma elaborado por la Comisión Permanente del CGPJ en la reunión de dos de abril de 2020.
El objetivo de la propuesta del CGPJ trataba de posibilitar la obtención de un título frente al FOGASA y, en segundo
lugar, poder resolver sobre la oposición sin necesidad de esperar a la presentación de la demanda, mediante la
propuesta de cambiar dos letras en el art. 101 LRJS. A tal efecto, se propondría, en primer lugar, el siguiente aña-
dido al art. 101.c): «Si constare que la empresa es insolvente, las cantidades fijadas servirán de título suficiente
para interesar las prestaciones del Fondo de Garantía Salarial». En segundo lugar, se proponía la modificación
del apartado e) en el sentido de que, en caso de oposición, no necesariamente ha de presentarse demanda y re-
alizarse una ulterior conciliación y juicio, sino que se posibilitaría que la parte demandante diese contestación a
la oposición planteada, se sobreentiende por escrito.
8 La media en el territorio nacional fue de 13,5 meses en el año 2022. Fuente: 
https://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Transparencia/ch.Estimacion-de-los-tiempos-medios-de-duracion-de-los-
procedimientos-judiciales.formato1/?idOrg=25&anio=2022&territorio=Espa%C3%B1a&proc=ASUNTOS%20SOCIALES
9 También se han modificado diversos aspectos del monitorio civil mediante ajustes en los artículos 814 y 815 de
la LEC realizados en los arts. 103, 126 y 127 del Real Decreto Ley 6/2023, de 19 de diciembre.
10 Según la última memoria del CGPL (diciembre 2023, correspondiente al 2022), los monitorios ingresados en el
orden social fueron 1 344, un 0’4 % menos que en 2021 (CGPJ, 2023: 515).
11 Los monitorios presentados en los juzgados de primera instancia y en los juzgados de primera instancia e ins-
trucción se han incrementado un 18,8 % respecto al año anterior (CGPJ, 2023:435), representando un 53,1 % de
los procesos contenciosos ingresados en estos órganos judiciales (CGPJ, 2023: 436).
12 La cifra límite inicial de 6 000 euros del proceso monitorio laboral se criticó, por entender que debería haber es-
tado en coherencia con la de acceso al recurso. Se aventuró en el 2011 que ello que provocaría problemas por
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Esta posibilidad ya se preveía cuando se introdujo en el 2011 el monitorio laboral, aludiéndose
que a la vista de su funcionamiento podría incrementarse ulteriormente su cuantía (vid. disp.
final sexta de la LRJS). El monitorio laboral ya no es pues para deudas de pequeña cuantía.
Esta vía de elevar la cuantía parece seguirse un camino similar al del monitorio civil. Téngase
en cuenta que, en el orden civil, el monitorio sufrió un destope de la cuantía de la deuda que se
podía reclamar a través de este procedimiento, si bien, en el caso del orden civil13, ello derivó
del acreditado éxito de este procedimiento, mientras que, en el orden social, la ampliación de
la cuantía que se puede reclamar en un monitorio intenta fomentar su uso. Frente a lo que ocurre
en el monitorio civil, en el orden social, se mantiene una cuantía máxima para reclamar deudas
de naturaleza dineraria de cualquier clase (salariales, compensaciones por gastos o suplidos,
indemnizaciones, mejoras voluntarias, intereses, etc.), excluyéndose las reclamaciones de na-
turaleza no dineraria, las prestaciones de hacer o no hacer, así como las reclamaciones de ca-
rácter colectivo que pudieran presentar los representantes de los trabajadores. Aunque la cifra
del monitorio laboral es elevada cabe la posibilidad de utilizar el cauce del proceso monitorio
rebajando el acreedor la petición sobre el importe de la deuda reflejada en el documento. Cier-
tamente, en el monitorio civil antes del destope, se había admitido la posibilidad de reclamar
una cuantía inferior de la que resulte de los documentos justificativos, por tratarse de cantidades
sujetas a la libre disposición del acreedor y no existir impedimento legal para ello. Ahora bien,
lo que no es admisible es fraccionar una deuda en diferentes peticiones monitorias o, en peti-
ciones monitorias y por la vía del proceso ordinario, por constituir ello un fraude procesal prohi-
bido por el art. 11.2 de la LOPJ y 6.4 del C.c. Con ello, se vulneraría lo previsto en la regulación
del proceso monitorio que prevé expresamente una cuantía máxima.

En tercer lugar, se ha eliminado la exigencia de que en este procedimiento fuera posible una
citación personal de la persona empleadora demandada por la vía del 56 y del 57 LRJS, que
antes impedía ir por el monitorio en el caso de empresas desaparecidas y sin actividad donde
debía utilizarse el procedimiento edictal. Ello se justificaba porque la citación a la persona deu-
dora era clave pues todo el diseño del monitorio se basaría en la conformación de un título eje-
cutivo ante la falta de respuesta del deudor debidamente citado. Ello determinó que en la
regulación inicial del monitorio laboral se hubiese importado la exigencia general del monitorio
civil14, de una notificación personal, excluyéndose la notificación mediante edictos, puesto que
ello vulneraría la tutela judicial efectiva15. También pero precisamente para éstas se admite esta
posibilidad.

La doctrina científica había señalado que el monitorio laboral, había nacido en cierto sentido,
lastrado por cuanto no se aplicaba a empresas declaradas insolventes o en concurso y a em-
presas cerradas y sin actividad, donde no es posible realizar los actos de comunicación edictal.
De ahí que la reforma laboral del Real Decreto 6/2023, razonablemente haya eliminado uno de
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el acceso al doble grado de jurisdicción y dado el rigorismo del procedimiento puede plantear dudas sobre su
constitucionalidad [Folguera Crespo, 2011: 432].
13 En la LEC se regula en los arts. 812 a 818, y se configura como un proceso declarativo especial sobre la base
de la existencia de un documento previo que justifique una obligación dineraria, vencida y exigible, de cantidad
determinada de cualquier importe. Este destope se introdujo en el apartado 1 del art. 4.36 de la Ley 37/2011, de
10 de octubre. Con anterioridad, se había subido la cuantía a deudas que no excediesen de 250 000 € (art. 812.1
de la LEC, en la redacción operada por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, que precisamente incrementó el mo-
nitorio hasta esa cantidad).
14 En el monitorio civil se excluye esta posibilidad con carácter general, salvo en las reclamaciones de deudas de
gastos comunes de comunidades de propietarios de inmuebles urbanos (art. 815.2 y 3 LEC).
15 Como señala gráficamente algún autor: «La inversión del principio presume de Derecho en el juicio monitorio
que el demandado reconoce el crédito que se le enarbola por su silencio, una vez requerido de pago y con apor-
tación de un principio de prueba documental. Esta ficción legal no puede congeniar con el núcleo esencial de
efectiva tutela judicial si, a su vez, se edifica sobre otra ficción legal, que indiscutiblemente resulta serlo la comu-
nicación edictal, toda vez que se fingiría que el requerido ha leído el requerimiento en el tablón de anuncios del
Juzgado, o en su caso, el Boletín Oficial o periódico que fuera» (Martínez, 2007: 271).
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los dos impedimentos para la utilización del monitorio, el referido a los casos donde hubiera de
introducirse el procedimiento edictal, además de reformar otras cuestiones con relación a la co-
municación edictal en el orden social, con el uso del Registro Central de Rebeldes Civiles por
el cuerpo de personas letradas de la Administración de Justicia (art. 59 LRJS). 

Finalmente, se ha realizado algún ajuste adicional relativo a los efectos de la oposición del
deudor. En ese caso, se simplifica el procedimiento, pues se da traslado a la parte demandante
de la oposición planteada para que manifieste lo que le convenga sobre la oposición. A partir
de ahí se abren dos situaciones:

- Que las partes no soliciten vista. En este caso, se traspasan los autos al órgano judicial
para dictar resolución fiando la cantidad concreta por la que se despacha ejecución.

- Si se solicita vista, el monitorio se transforma en un proceso ordinario.

La exclusión de que, en todos los casos de oposición, haya de transformarse el procedi-
miento monitorio en un proceso ordinario intenta dar una solución rápida y evitar posiciones que
puedan «retrasar» en vez de avanzar la resolución judicial de la deuda planteada por la persona
trabajadora. Esta medida, que aparecía en el plan de choque del CGPJ de 2020, trata de supri-
mir uno de los elementos donde el monitorio laboral habría copiado —mal, a mi juicio— el pro-
cedimiento monitorio civil. Y en que, en el orden civil, la oposición del deudor, el procedimiento
se transforma en un declarativo ordinario, debiendo en algunos casos, el acreedor plantear la
correspondiente demanda. Con la reforma en el monitorio laboral, se trataría de que el órgano
judicial pudiera en determinados casos, resolver lo que proceda sobre la oposición, sin necesi-
dad de iniciar un proceso declarativo en todos los casos. La transformación del monitorio en
dicho procedimiento derivará de la oposición del empresario requerido y de la petición de vista
alguna de las partes. Y en ese supuesto, se establece que directamente se convocará a la vista
siguiendo los trámites del proceso ordinario, por lo que parece que no será necesaria la pre-
sentación de la demanda. 

Aunque las reformas previstas en el RD Ley 6/2023 son positivas, no solventan del todo los
problemas que hacen que este procedimiento sea menos atractivo frente a la alternativa del
proceso ordinario, que continúa siendo más interesante como vía de reclamación para las per-
sonas trabajadoras. En esencia, podrían aducirse cuatro aspectos que conviene primero expo-
ner y luego analizar:

1.º- La posible reclamación ulterior de la deuda frente al FOGASA y la preclusión de sus mo-
tivos de oposición.

2.º- Se exige que las deudas estén vencidas, lo que impide la reclamación de las cantidades
devengadas entre la presentación de la solicitud monitoria y la vista, lo que impide actualizar.

3.º- Quedan extramuros del ámbito de aplicación del monitorio la reclamación de deudas de
empresas que estén en situación de concurso. El diseño expeditivo del procedimiento que se
basa en la posibilidad de requerimiento personal al deudor y la creación de un título ejecutivo
con ausencia de toda fase declarativa, hace aconsejable la exclusión de este tipo de reclama-
ciones del monitorio, teniendo en cuenta la rápida transición hacia la fase ejecutiva, en que la
competencia correspondería al juez del concurso y donde las consecuencias de estos títulos
ejecutivos podrían crear desventajas respecto a otros trabajadores o afectar a la misma conti-
nuidad de la actividad empresarial.

4.º- Se exige que las deudas estén documentadas, pero muchas deudas laborales no están
documentadas.

En conclusión, las reformas introducidas en el diseño del monitorio laboral, si bien son razo-
nables y positivas, no creo que transformen esta realidad y provoquen un giro. En el artículo se
han destacado varios aspectos que dificultan su uso masivo en el orden social, como su articu-
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lación en reclamaciones ulteriores frente al FOGASA, ya que no resultan de aplicación buena
parte de las previsiones contenidas en el art. 23 de la LRJS por la propia idiosincrasia del pro-
cedimiento monitorio. Tampoco está clara o la posibilidad de reclamaciones plurales o contra
varios empresarios. 

En su diseño, el monitorio laboral se configura con un carácter bastante abierto para cua-
lesquiera reclamaciones de cantidad documentadas dentro de los requisitos cualitativos y cuan-
titativos. Dentro del marco diseñado, ha de señalarse que, en el seno de la relación laboral, a
diferencia del monitorio civil, no es tan habitual la existencia de deudas documentadas, esto es,
que haya documentos que sean los que se utilicen habitualmente para documentar deudas en
el tráfico jurídico. En todo caso, la exigencia esencial es que los documentos que acompañen
la petición monitoria constituyan un principio de prueba no sólo de la relación laboral, sino tam-
bién de la existencia de la deuda. La dificultad de documentos que acrediten tanto la relación
laboral como la cuantía de la deuda explica la casi nula aplicación práctica del monitorio laboral
frente al civil.
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